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El presente documento reporta el estudio sobre el concepto de familia en la legislación y en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana, y concluye que en el Artículo 42 de la 
Constitución Política existe un concepto de familia, recogido de forma implícita y explícita en la 
legislación sobre la materia; sin embargo, su interpretación no es un tema pacífico, y en especial en lo 
referente a las formas constitucionalmente admisibles de conformar una familia en Colombia. 
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The present article studies the family concept in the legislation and in the jurisprudence of the 
Constitutional Colombian Court, and concludes that in the Article 42 of the Political Constitution there 
exists a concept of family, gathered from implicit and explicit form in the legislation on the matter; 
nevertheless, your interpretation is not a pacific topic, and especially in what concerns the forms 
constitutionally admissible of shaping a family. 
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Un completo análisis sobre la construcción del 
concepto de familia en Colombia debe 
reconocer el papel del legislador y del juez en 
esta tarea, en especial a partir de la 
Constitución de 1991; pues una de las grandes 
transformaciones del sistema jurídico 
colombiano ocurrió con la entrada en vigencia 
de la misma, pues a partir de allí el texto 
constitucional pasó de ser un catálogo 
enunciativo con eficacia derivada de su 
posterior desarrollo legal; para asumir el rol de 
documento jurídico – político, que además de 
la estructura del aparato estatal incorporó una 
carta de derechos, deberes y garantías que debe 
ser aplicada y garantizada a los ciudadanos, sin 
necesidad de la existencia de una norma 
jurídica de rango legal que la desarrolle, y una 
serie de acciones de trámite expedito para el 
cumplimiento de esos derechos, deberes y 
garantías constitucionales. 
 
En virtud de esta eficacia directa, el juez, en 
tanto administrador de justicia, y el legislador 
en su natural función de creación de las leyes, 
asumen un importante papel en la 
materialización de la carta constitucional de 
derechos (Corte Constitucional, sentencia T –  
406 del 5 de junio de 1992, Magistrado Ponente 
Ciro Angarita Barón).  
 
En Colombia la familia es reconocida por la 
Constitución como la institución más 
importante en el ordenamiento jurídico 
colombiano, que por el carácter de entidad 
social cambiante a lo largo del tiempo, y por 
causa de las circunstancias históricas, políticas, 
sociales y económicas que la rodean es 
reconocida como el núcleo de la sociedad; es 
por este motivo, que la institución familiar goza 
de protección constitucional y legal.  
 
Por lo tanto, la aproximación al concepto de 
familia y los cambios que en él surgen dentro 
del derecho colombiano vigente debe hacerse 
partiendo de sus fundamentos constitucionales, 
los cuales tienen eficacia directa y son 
vinculantes para el Estado y el conglomerado 
social (Corte Constitucional, sentencia T – 406 
del 5 de junio de 1992, Magistrado Ponente 
Ciro Angarita Barón); además, en el sistema de 
fuentes del derecho en Colombia, la 
Constitución ocupa un lugar prevalente, pues la 
supremacía constitucional es un principio 
consagrado expresamente por el Constituyente 
de 1991 (Artículo 4º) y el órgano encargado de 
salvaguardarlo es, también por disposición de 
éste, la Corte Constitucional (Artículo 241). 
 
Teniendo en cuenta entonces el principio 
constitucional de efectividad de los derechos de 
las personas, la supremacía constitucional, el 
papel del legislador y las funciones de la Corte 
Constitucional en relación con la guarda de la 
supremacía e integridad de la Constitución, el 
presente escrito busca responder al siguiente 
interrogante: ¿en qué forma se integran la carta 
de derechos, deberes y garantías de los sujetos 
de derecho establecidas en la parte dogmática 
de la Constitución, las funciones del legislador 
y de la Corte Constitucional, determinadas en 
la parte orgánica de la misma, para construir el 
concepto de familia y garantizar su protección y 
la de sus integrantes?     
 
Así, la aproximación a la construcción del 
concepto de familia y la protección de sus 
integrantes se hace en tres partes: en la 
primera se describen las normas que en la 
Constitución Política de 1991 y en la legislación 
hacen referencia al concepto de familia, su 
protección y la de los sujetos que la conforman; 
en la segunda, se presentan algunos criterios 
que la Corte Constitucional ha fijado para 
establecer mandatos específicos de protección a 
las formas de conformar una familia; a la mujer 
en el ámbito familiar, particularmente en las 
situaciones de desplazada por causa del 
conflicto armado y como cabeza de familia; a 
los niños en punto de su derecho a tener una 
familia y no ser separado de ella, y sobre la 
exigencia legal de una edad mínima para 
adoptar; y finalmente, la protección a las 
parejas del mismo sexo en el ámbito 
patrimonial y frente a las previsiones legales 
que las omitieron en punto del reconocimiento 
de otro tipo de derechos; finalmente la tercera 
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presenta, a modo de conclusión, las formas 
concretas en las cuales la el legislador y la Corte 
Constitucional, -en ejercicio de la función 
constitucionalmente asignada de guardiana de 
la integridad y supremacía de los preceptos 
constitucionales, y como encargada de 
materializar y velar por la efectividad de los 
derechos de las personas-, ha interpretado el 
componente legal del sistema jurídico 
colombiano para armonizarlo con el contenido 
dogmático de la Constitución y buscar, de esta 
forma, la protección efectiva de la institución 
familiar y de los sujetos que la integran.  
 
 
Primera parte: La familia y sus 
integrantes en la Constitución Política 
de 1991 y en la legislación expedida a 
partir de su vigencia 
 
En la parte dogmática de la Constitución 
Política de 1991 se encuentran varias 
referencias a la familia: en los principios 
fundamentales, la ampara por el carácter de 
institución básica de la sociedad que allí se le 
reconoce (Artículo 5º); esta protección deriva 
en mandatos específicos contenidos en el 
capítulo de los derechos fundamentales, tales 
como la prohibición a la discriminación por 
causa por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica; y el deber estatal de 
promover en primer lugar, las condiciones para 
lograr una igualdad real y efectiva y, en 
segundo, la necesidad de adoptar medidas en 
favor de los grupos discriminados o 
marginados (Artículo 13). 
 
Más adelante, la Constitución señala el derecho 
fundamental a la intimidad familiar y establece 
la obligación de respetarlo y hacerlo respetar 
(Artículo 15); la libertad personal y familiar es 
también un derecho fundamental (Artículo 28). 
 
En los derechos económicos, sociales y 
culturales, el Artículo 42 de la Constitución 
Política establece una serie de mandatos en 
relación con la familia; le entrega al legislador 
la configuración del matrimonio y del estado 
civil y finalmente; reitera algunos de los 
deberes y obligaciones que, frente a la familia, 
estableció en artículos anteriores. 
 
Los mandatos específicos que el Constituyente 
estableció en relación con la familia en el 
Artículo 42 de la Constitución Política son: 
a) Las formas de conformación de la familia: 
por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de 
contraer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla (inciso 1º);  
b) La protección integral de la familia (inciso 
2º);  
c) La inviolabilidad de su honra y dignidad 
(inciso 3º);  
d) La igualdad de derechos y deberes en la 
pareja, en las relaciones familiares y el 
respeto mutuo entre los integrantes de la 
familia (inciso 4º);  
e) La obligación de reprimir y sancionar la 
violencia que atente contra la armonía y 
unidad familiar (inciso 5º);  
f) La igualdad de derechos y deberes de todos 
los hijos (inciso 6º);  
g) El derecho de la pareja a decidir de manera 
libre y responsable el número de hijos que 
tendrán y el deber de sostenerlos y 
educarlos mientras sean menores o 
impedidos (inciso 7º); 
 
Igualmente, el Artículo 42 de la Constitución 
Política le señaló al legislador la obligación de 
regular los siguientes temas: 
a) La protección del patrimonio de familia 
inalienable e inembargable (inciso tercero); 
b) La progenitura responsable (inciso 6º); 
c)  Las formas del matrimonio, la edad y 
capacidad para contraerlo, los deberes y 
derechos de los cónyuges, su separación y la 
disolución del vínculo (inciso 8º); 
d) Los efectos civiles de los matrimonios 
religiosos (inciso 9º); 
e) La cesación de los efectos civiles de todo 
matrimonio (inciso 10º); y 
f) El estado civil y los derechos y deberes 
derivados de este (inciso 11º). 
 




Finalmente, el Artículo 42 de la Constitución se 
reitera a la familia como núcleo fundamental 
de la sociedad (inciso 1º) y la inviolabilidad de 
su intimidad (inciso 3º). 
 
Dentro de estos derechos sociales, económicos 
y culturales, la Constitución reitera la igualdad 
de derechos y oportunidades para el hombre y 
la mujer; consagra la protección especial a la 
mujer en estado de embarazo y después del 
parto y consagra el deber del Estado de apoyar 
a aquella que es cabeza de familia (Artículo 43). 
 
En relación con los derechos de los niños, y en 
el capítulo de derechos sociales, económicos y 
culturales, la Constitución enuncia sus 
derechos fundamentales; establece el deber de 
asistencia, protección y garantía de los 
derechos de los niños en cabeza de la familia, la 
sociedad y el Estado; así como también la 
prevalencia de sus derechos frente a los de las 
demás personas (Artículo 44). 
 
El Estado, la sociedad y la familia también se 
encuentran obligados en forma concurrente, a 
la protección, asistencia de las personas de la 
tercera edad y deben promover su integración a 
la vida en comunidad. En caso de que estas 
personas se encuentren en la indigencia, el 
Estado, por expreso mandato constitucional, se 
encuentra en la obligación de brindarles 
asistencia integral en materia de seguridad 
social, así como también un subsidio 
alimentario (Artículo 46). 
 
Frente al derecho a la educación, la 
Constitución establece que el Estado, la 
sociedad y la familia son responsables de la 
misma (Artículo 67, inciso 3º); los padres de 
familia podrán escoger que tipo de educación 
será impartida a sus hijos menores (Artículo 
68, inciso 4º). 
 
Finalmente, derivado de los vínculos 
familiares, la Constitución Política erige el 
derecho fundamental a la no 
autoincriminación, que exonera a los sujetos de 
derecho de la obligación de declarar contra su 
cónyuge o compañero permanente y sus 
familiares más próximos (Artículo 33); y la 
prohibición a los diputados y concejales así 
como a sus familiares, de formar parte de las 
juntas directivas de las entidades 
descentralizadas o de ser designados 
funcionarios del respectivo departamento, 
distrito o municipio. (Artículo 292). 
 
Encontramos entonces en la Constitución 
normas que amparan a la familia como tal y 
establecen deberes en relación con sus 
integrantes: cónyuges, compañeros 
permanentes, hijos mayores, menores de edad 
o impedidos, personas de la tercera edad, 
mujeres en estado de embarazo, mujeres 
cabeza de familia, entre  otros; el texto 
constitucional establece además, prohibiciones 
originadas en la existencia de vínculos 
familiares, como es el caso de la no 
autoincriminación y el régimen de 
inhabilidades e incompatibilidades. 
 
Pero no solo el orden jurídico interno se ha 
ocupado de la regulación y la protección a la 
familia y sus integrantes, algunas normas de 
carácter supranacional también se ocupan del 
tema y son vinculantes en el ordenamiento 
jurídico colombiano; Colombia ha suscrito 
diferentes instrumentos internacionales para la 
protección de la familia en diferentes eventos, 
entre los cuales podemos destacar:  
 
Adicionalmente, Colombia ha incorporado a su 
ordenamiento jurídico las siguientes normas: 
 
a) El protocolo adicional a los convenios de 
Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a 
la protección de las víctimas de los 
conflictos armados sin carácter 
internacional (protocolo II), hecho en 
Ginebra el 8 de junio de 1977, y promulgado 
mediante el Decreto 509 de 1996;  
b) La Convención Internacional sobre la 
Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus 
Familiares, hecha en Nueva York el 18 de 
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diciembre de 1990, aprobada mediante Ley 
146 de 1994; 
c) La Convención sobre la Prevención y el 
Castigo de Delitos contra personas 
internacionalmente protegidas, inclusive 
los Agentes Diplomáticos, suscrita en 
Nueva York el 14 de diciembre de 1973, 
aprobada mediante Ley 169 de 1994;  
d) La Convención Internacional para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer, suscrita en la ciudad de Belem Do 
Para, Brasil, el 9 de junio de 1994, aprobada 
mediante Ley 248 de 1995;  
e) El Convenio relativo a la protección del 
niño y a la cooperación en materia de 
adopción internacional, suscrito en La 
Haya, el 29 de mayo de 1993, aprobado 
mediante Ley 265 de 1996;  
f) El Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales "Protocolo de San Salvador", 
suscrito en San Salvador el 17 de noviembre 
de 1988, aprobado mediante Ley 319 de 
1996;  
g) La Convención Interamericana sobre 
Obligaciones Alimentarias, hecha en 
Montevideo, el quince (15) de julio de mil 
novecientos ochenta y nueve (1989), 
aprobada mediante Ley 449 de 1998;  
h) El Acuerdo sobre asistencia a la niñez entre 
la República de Colombia y la República de 
Chile, hecho en Santa Fe de Bogotá, D. C., el 
dieciséis (16) de julio de mil novecientos 
noventa y uno (1991), aprobado mediante 
Ley 468 de 1998;  
i) El Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño relativo a la 
venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de los niños en la pornografía, 
adoptado en Nueva York, el veinticinco (25) 
de mayo de dos mil (2000), aprobado 
mediante Ley 765 de 2002; y 
j) La Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y el Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y sancionar la Trata de Personas, 
especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, adoptados por 
la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el quince (15) de noviembre de dos 
mil (2000), aprobados en Colombia 
mediante Ley 800 de 2003. 
 
En materia de las previsiones legales que hacen 
referencia a la familia, a partir de la expedición 
de la Constitución Política de 19912, el 
legislativo encargó a la Comisión Séptima del 
Congreso de los asuntos de la mujer y de la 
familia (Ley 3ª de 1992, artículo 2º, modificada 
por la Ley 754 de 2002, artículo 1º); esta 
comisión en los últimos años se encargó de 
varios proyectos de ley  que culminaron 
con la expedición de normas para la protección 
de los miembros de la familia, así como 
también para la protección de los derechos de 
las familias que están en situaciones de 
vulnerabilidad y recientemente, la Ley 1361 de 
2009, que traza los lineamientos de la política 
pública para la protección integral de la familia. 
 
Tomando como punto de partida el concepto de 
familia plasmado en la Constitución, las leyes 
se han encargado de establecer políticas de 
atención especial y protección a los miembros 
de esta, en normas de diversa índole: 
a) En la Ley 65 de 1993, por medio de la cual 
se expide el Código Penitenciario y 
Carcelario se prohíbe la reclusión de 
menores de edad en establecimientos 
carcelarios, salvo casos excepcionales 
regulados por la ley y en condiciones 
                                                            
2 Antes de la expedición de la Constitución Política de 
1991 importantes normas -algunas de ellas aún vigentes-, 
hacen referencia a aspectos relacionados con la familia. 
Es el caso del Código Civil adoptado mediante Ley 57 de 
1887, las leyes 45 de 1936, 75 de 1968, 29 de 1982 y 54 
de 1990, entre otras. Estas normas no se presentan en este 
documento, debido a que el límite temporal de la 
investigación es la construcción del concepto de familia 
en los últimos diez (10) años, el cual hemos ampliado 
para abarcar la legislación expedida después de la entrada 
en vigencia de la Constitución en 1991, pues a partir de 
este momento la familia adquiere relevancia 
constitucional y se considera destinataria de atención y 
protección. 




especiales que atiendan a los derechos 
consagrados en el Artículo 44 de la 
Constitución Política y en los tratados 
internacionales sobre la materia (Artículo 
30);  
b) La Ley 137 de 1994, reglamentaria de los 
estados de excepción establece la 
intangibilidad del derecho a contraer 
matrimonio y a la protección de la familia, 
los derechos del niño, a la protección por 
parte de su familia, de la sociedad y del 
Estado, todo ello en concordancia con la 
Convención Americana de derechos 
humanos (Artículo 4º);  
c) La Ley 258 de 1996, establece la afectación 
a vivienda familiar con el fin de proteger el 
inmueble destinado a la habitación de la 
familia y someter su enajenación al 
consentimiento de ambos cónyuges o 
compañeros permanentes, expresado con 
su firma (Artículos 1º,3º y 12);  
d) La Ley 294 de 1996, modificada por las 
Leyes 575 de 2000 y 1257 de 2008, que 
tiene por finalidad prevenir, remediar y 
sancionar la violencia intrafamiliar, 
establece, para efectos de las misma 
norma, que además de los cónyuges o 
compañeros permanentes, el padre y la 
madre de familia, aunque no convivan en 
un mismo lugar, los ascendientes y 
descendientes de los anteriores y los hijos 
adoptivos de los mismos, también integran 
la familia todas las demás personas que de 
manera permanente se hallen integrados a 
una comunidad doméstica (Artículo 2º);  
e) La Ley 311 de 1996 crea el Registro 
Nacional de Protección Familiar, que 
incluye los datos de las personas que sin 
justa causa se sustraigan del cumplimiento 
de una obligación alimentaria a favor de 
sus hijos mayores o menores de edad;  
f) La Ley 361 de 1997, establece mecanismos 
de integración de las personas con 
discapacidad; 
g) La Ley 495 de 1998, modifica la Ley 70 de 
1931 sobre patrimonio de familia 
inembargable; 
h) La Ley 670 de 2001, desarrolla 
parcialmente el artículo 44 de la 
Constitución Política para garantizar la 
vida, la integridad física y la recreación del 
niño expuesto al riesgo por el manejo de 
artículos pirotécnicos o explosivos y 
establece la responsabilidad de los padres 
en la orientación a sus hijos y menores 
sobre la prohibición del uso de la pólvora 
con fines pirotécnicos, de recreación y con 
cualquier finalidad (Artículo 3º). 
i) La Ley 731 de 2002 dicta normas para 
favorecer a las mujeres rurales y entiende 
como tal a aquella que sin distingo de 
ninguna naturaleza e independientemente 
del lugar donde viva, su actividad 
productiva está relacionada directamente 
con lo rural, incluso si dicha actividad no 
es reconocida por los sistemas de 
información y medición del Estado o no es 
remunerada (Artículo 2º). 
j) La Ley 750 de 2002, establece normas 
sobre el apoyo a la mujer cabeza de familia 
en materia de prisión domiciliaria y trabajo 
comunitario. 
k) La Ley 979 de 2005 modifica la Ley 54 de 
1990 en relación con los mecanismos para 
demostrar la unión marital de hecho y sus 
efectos patrimoniales. 
l) La Ley 1091 de 2006 reconoce a las 
personas mayores de sesenta y cinco (65) 
años como el Colombiano y a la 
Colombiana de oro.  
m) La Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia 
y la adolescencia, establece los derechos, 
deberes y garantías de los niños, niñas y 
adolescentes, y establece las obligaciones 
de la familia para con ellos (Artículos 22, 
38 y 39).  
n) La Ley 1147 de 2008 establece normas para 
la prevención de la violencia sexual y 
atención integral de los niños, niñas y 
adolescentes abusados sexualmente. 
o) La ley 1171 de 2008 fija unos beneficios a 
las personas adultas mayores. 
p) Por medio de la Ley 1251 de 2008 se dictan 
normas tendientes a procurar la 
protección, promoción y defensa de los 
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derechos de los adultos mayores, entre los 
que se cuentan distintos deberes de la 
familia con esta población. 
q) En la Ley 1257 de 2008 se dictan normas 
de sensibilización, prevención y sanción de 
formas de violencia y discriminación 
contra las mujeres, se reforman los 
Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la 
Ley 294 de 1996. En esta norma se 
establece el principio de 
corresponsabilidad de la familia y el Estado 
en el respeto de los derechos de las 
mujeres y el deber de contribuir a la 
eliminación de la violencia contra ellas 
(Artículo 3º). 
 
También a partir del concepto de familia 
contenido en el Artículo 42 de la Constitución 
Política, el legislador ha establecido varios 
regímenes de protección a familias en especial 
situación de vulnerabilidad, de la siguiente 
forma:  
a) La Ley 82 de 1993, modificada por la Ley 
1232 de 2008,  implanta mecanismos de 
protección para los miembros de familias 
monoparentales, es decir, de aquellas en 
donde la jefatura del hogar corresponde a 
una sola persona, hombre o mujer, 
(Artículos 1º, 2º y 3º);  
b) La Ley 282 de 1995, que implementa 
medidas tendientes a erradicar algunos 
delitos contra la libertad personal, 
especialmente el secuestro y la extorsión;  
c) La Ley 387 de 1997, adopta medidas para la 
prevención del desplazamiento forzado; la 
atención, la protección y consolidación y 
estabilización socioeconómica de los 
desplazados internos en la República de 
Colombia y establece como un derecho 
fundamental de la población desplazada la 
reunificación familiar (Artículo 2º);  
d) La Ley 418 de 1997 consagra instrumentos 
para la búsqueda de la convivencia y la 
eficacia de la justicia, entre los cuales se 
destaca el diseño y ejecución, por parte del 
Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, de un programa especial de 
protección para la asistencia de todos los 
casos de menores de edad que hayan 
tomado parte en las hostilidades o hayan 
sido víctimas de la violencia política, en el 
marco del conflicto armado interno 
(Artículo 17);  
e) La Ley 685 de 2001, por la cual se expide el 
Código de Minas, considera comunidades 
negras comunidades negras al conjunto de 
familias de ascendencia afrocolombiana 
que poseen una cultura propia, comparten 
una historia y tienen sus propias 
tradiciones y costumbres dentro de la 
relación como poblado, que revelan y 
conservan identidad que las distinguen de 
otros grupos étnicos (Artículo 132). 
f) La Ley 755 de 2002, conocida como Ley 
María, establece el beneficio de la licencia 
remunerada de paternidad. 
g) La Ley 861 de 2003, dicta disposiciones 
relativas al único bien inmueble urbano o 
rural perteneciente a la mujer y el hombre 
cabeza de familia y establece el patrimonio 
de familia inembargable en favor de su 
grupo familiar. 
h) La Ley 971 de 2005 establece el mecanismo 
de búsqueda urgente en relación con las 
personas víctimas de desaparición forzada y 
establece derechos a favor de sus familiares. 
i) La Ley 986 de 2005 adopta medidas de 
protección a las víctimas del secuestro y sus 
familias. 
 
Finalmente, en la Ley 1361 de 2009 se crea la 
protección integral a la familia, partiendo 
también del concepto de familia plasmado en la 
Constitución Política. En esta norma, el 
Artículo 3º consagra como principios: 
a) Enfoque de derechos, lo que significa que la 
protección integral de la familia implica el 
fortalecimiento y reconocimiento del 
individuo y de su familia como una unidad. 
b) Equidad, esto es, igualdad de 
oportunidades para los miembros de la 
familia sin ningún tipo de discriminación. 
c) Solidaridad, basada en la construcción de 
una cultura basada en la ayuda mutua que 
debe existir en las personas que integran la 
familia. 
d) Descentralización, pues el Estado, las 
entidades territoriales y descentralizadas 




por servicios deben desarrollar las acciones 
pertinentes dentro del ámbito de sus 
competencias para fortalecer y permitir el 
desarrollo integral de la familia como 
institución básica de la sociedad, teniendo 
en cuenta la realidad de sus familias. 
e) Integralidad y concertación, expresado en 
el desarrollo de intervenciones integrales 
eficientes y coordinadas desde los 
diferentes niveles de la administración 
pública y en los componentes de la política. 
f) Participación, esto es, la inserción de las 
familias en los procesos de construcción de 
políticas, planes, programas y proyectos de 
acuerdo a sus vivencias y necesidades. 
g) Corresponsabilidad, que significa la 
concurrencia y responsabilidad compartida 
de los sectores público, privado y la 
sociedad para desarrollar acciones que 
protejan a la familia y permitan su 
desarrollo integral. 
h) Atención preferente, que se traduce en la 
obligación del Estado y de la sociedad en la 
implementación de acciones que minimicen 
la vulnerabilidad de las familias, dentro del 
contexto del Estado Social de Derecho. 
i) Universalidad, entendida como acciones 
dirigidas a todas las familias. 
 
En la Ley 1361 de 2009 se reconoce a la familia 
como sujeto de derechos, y por lo tanto el 
Estado y la Sociedad deben garantizarle el 
ejercicio pleno de los siguientes (Artículo 4º): 
a) Derecho a una vida libre de violencia. 
b) Derecho a la participación y representación 
de sus miembros. 
c) Derecho a un trabajo digno e ingresos 
justos. 
d) Derecho a la salud plena y a la seguridad 
social. 
e) Derecho a la educación con igualdad de 
oportunidades, garantizando los derechos a 
la asequibilidad, adaptabilidad, 
accesibilidad y aceptabilidad, en 
condiciones de universalidad, equidad, 
calidad y gratuidad. 
f) Derecho a la recreación, cultura y deporte. 
g) Derecho a la honra, dignidad e intimidad. 
h) Derecho de igualdad. 
i) Derecho a la armonía y unidad. 
j) Derecho a recibir protección y asistencia 
social cuando sus derechos sean vulnerados 
o amenazados. 
k) Derecho a vivir en entornos seguros y 
dignos. 
l) Derecho a decidir libre y responsablemente 
el número de hijos. 
m) Derecho a la orientación y asesoría en el 
afianzamiento de la relación de pareja. 
n) Respeto y libertad en la formación de los 
hijos de acuerdo a sus principios y valores. 
o) Derecho al respeto recíproco entre los 
miembros de la familia. 
p) Derecho a la protección del patrimonio 
familiar. 
q) Derecho a una alimentación que supla sus 
necesidades básicas. 
r) Derecho al bienestar físico, mental y 
emocional. 
s) Derecho a recibir apoyo del Estado y la 
Sociedad para el cuidado y atención de 
personas adultas mayores. 
 
Finalmente, en la Ley 1361 se introduce el 
concepto de familia numerosa, entendiéndose 
por tal la que reúne más de tres (3) hijos, es 
introducido en esta norma (Artículo 8º). 
 
Así, la legislación interna en Colombia, a partir 
de 1991 y tomando como punto de partida los 
preceptos constitucionales establece formas 
específicas de protección que tienen como 
destinatarios a diferentes miembros del grupo 
familiar: mujeres en estado de embarazo, 
niños, niñas, adolescentes, jóvenes, personas 
de la tercera edad, personas con discapacidad 
mental absoluta y relativa, entre otros; a la 
familia en situaciones especiales: conflicto 
armado, desplazamiento forzado, desaparición 
forzada, secuestro, familia monoparental; pero 
sólo con la expedición de la Ley 1361 del 3 de 
diciembre de 2009 se crea una norma jurídica 
para la protección integral y universal de la 
familia colombiana y se establecen las 
disposiciones necesarias para la elaboración de 
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una Política Pública para la familia (Artículo 
1º).   
 
Los puntos más relevantes de la citada norma 
son: 
a) Define la familia en forma idéntica a la 
Constitución (Artículo 2º);  
b) Considera como principios los siguientes: 
enfoque de derechos, equidad, solidaridad, 
descentralización, integralidad y 
concertación, participación, 
corresponsabilidad, atención preferente y 
universalidad (Artículo 3º);  
c) Establece una carta de derechos de la cual 
es titular la familia y sobre la cual el Estado 
y la sociedad tienen la obligación de 
garantizarle su pleno ejercicio (Artículo 4º); 
así como los deberes que el Estado y la 
sociedad tienen con esta institución 
(Artículo 5º), en especial el de 
corresponsabilidad (Artículo 13);  
d) Traza los objetivos (Artículo 11) y líneas de 
intervención de la Política Nacional de 
Apoyo a la Familia (Artículo 12);  
e) Considera como familia numerosa aquella 
que reúne más de tres (3) hijos; y  
f) Crea el Observatorio de Política de la 
Familia, a cargo del Departamento 
Nacional de Planeación y con participación 
de la academia y la sociedad civil, para 
conocer la estructura, necesidades, factores 
de riesgos, dinámicas familiares y calidad 
de vida, a fin de hacer seguimiento a las 
políticas sociales encaminadas a su 
fortalecimiento y protección. (Artículo 9º).     
 
 
Segunda parte: Los mandatos 
específicos de protección establecidos 
por la Corte Constitucional para la 
familia y sus integrantes 
 
Ya en la parte orgánica de la Constitución, es la 
Corte Constitucional, quien en ejercicio de la 
función de guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución (Artículo 241 de 
la Constitución Política) y al realizar el control 
de constitucionalidad de las leyes, fija la 
interpretación legal3 que resulta autorizada 
constitucionalmente (Corte Constitucional, 
Sentencia C – 820 del 4 de octubre de 2006, 
Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy 
Cabra). Así, al estudiar la constitucionalidad de 
algunas normas relacionadas en mayor o 
menor medida con la familia y sus integrantes, 
y en el análisis de casos concretos en donde el 
sistema jurídico demanda la protección efectiva 
de los derechos de las personas; la Corte 
Constitucional ha establecido mandatos 
específicos de protección en varios puntos, de 
los cuales solo nos vamos a referir a cuatro: la 
protección a las formas de conformar un 
familia; a la mujer en el ámbito familiar; a los 




La protección a las formas de conformar 
una familia 
 
Sobre la protección a la familia, la Corte 
Constitucional considera, teniendo en cuenta 
los Artículos 5º, 13 y 42 de la Constitución 
Política; que no resulta razonable ni 
proporcional que se brinde un tratamiento 
desigual en materia de derecho de alimentos a 
los compañeros permanentes que conforman 
dicha unión frente a quienes celebraron 
contrato de matrimonio, por el simple origen 
del vínculo familiar, puesto que la igualdad por 
la que propugna la Carta entre las uniones 
familiares surgidas de vínculos naturales y la 
conformada por vínculos jurídicos, abarca no 
sólo al núcleo familiar como tal, sino también a 
cada uno de los miembros que lo componen. 
No obstante, se aclara que la igualdad no 
implica identidad, pues hay diferencias en 
cuanto al matrimonio y a la unión marital de 
hecho. (Corte Constitucional, Sentencias C – 
1033 del 27 de noviembre del 2002, Magistrado 
Ponente Jaime Córdoba Triviño y  C – 016 del 
                                                            
3 La interpretación de las leyes oscuras también 
corresponde, de manera general, al legislador. Así lo 
establece el Artículo 25 del Código Civil, adoptado 
mediante Ley 57 del 15 de abril de 1887.  




20 de enero de 2004, Magistrado Ponente 
Álvaro Tafur Galvis). 
 
La Corte Constitucional también ha establecido 
que el derecho a la igualdad y el libre desarrollo 
de la personalidad resultan vulnerados cuando 
se pierden beneficios de afiliación en salud por 
la constitución de una familia mediante 
vínculos naturales o jurídicos; ya que el hecho 
de constituir una familia, per se, no implica la 
independencia económica de quien, antes de 
constituirla, ostentaba la posición jurídica de 
beneficiario en el Sistema de Seguridad Social 
en Salud (Corte Constitucional, Sentencia C – 
029 del 26 de enero de 2006, Magistrado 
Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra). 
 
Además, a la luz del actual ordenamiento 
constitucional, el sexo no puede ser un criterio 
de diferenciación entre individuos puestos en 
una misma situación, como puede ser la 
necesidad de obtener una herencia o legado con 
la que puedan proveer a su subsistencia; la 
igualdad entre sexos, el derecho a conformar 
una familia y a optar por un determinado 
estado civil, son intereses jurídicos que no se 
pueden sacrificar en aras de garantizar la 
autonomía del testador a imponer condiciones 
testamentarias, pues ese derecho se encuentra 
sujeto a límites, uno de ellos y de gran 
significación, el derecho a autodeterminarse en 
la vida según sus propias convicciones (Corte 
Constitucional, Sentencia C – 101 del 8 de 




4 Para algunos, la asignación testamentaria a favor de la 
mujer soltera o viuda, no funge como una regulación 
odiosa y discriminatoria. Es, como ha quedado 
expresado, una medida de apoyo que busca aminorar y 
amortizar su carga económica, compatible a su vez con la 
situación de exclusión y marginamiento que sobre el sexo 
femenino ha existido a través de los tiempos y que aún 
hoy persiste, y que resulta particularmente notable en el 
campo laboral donde las posibilidades de la mujer para 
acceder a un empleo o al mercado de trabajo, si bien no 
son nulas, son todavía precarias (Salvamento de Voto del 
Magistrado Rodrigo Escobar Gil a la Sentencia C – 101 
del 8 de febrero de 2005, Magistrado Ponente Alfredo 
Beltrán Sierra). 
Finalmente, la Corte Constitucional considera 
ajustado a la Constitución que, tratándose de 
hechos de violencia, maltrato o abuso 
intrafamiliar la respuesta del aparato estatal 
pueda consistir en propender por la aplicación 
de fórmulas alternas y complementarias, no 
represivas, con el fin de alcanzar los objetivos 
superiores de la protección integral de la 
familia e igualmente la participación de la 
comunidad en los problemas que los afectan 
(Corte Constitucional, Sentencia  C – 059 del 1º 
de febrero de 2005, Magistrada Ponente Clara 
Inés Vargas Hernández). 
 
 
La protección a la mujer en el ámbito 
familiar 
 
La Corte Constitucional reconoce que las 
mujeres víctimas del desplazamiento forzado 
por el conflicto armado colombiano son sujetos 
de derecho que merecen una protección 
especial que se deriva, en primer lugar, de la 
condición de vulnerabilidad en la que se 
encuentran, debido a las agresiones sexuales 
que los diversos actores del conflicto armado 
comenten en su persona, y que tienen como 
finalidad desestabilizar a su núcleo familiar y a 
su comunidad; en segundo lugar, porque las 
tradicionales estructuras patriarcales de las 
familias de las que provienen, se rompen 
durante el proceso de desplazamiento y por 
causa del mismo, afectando los roles familiares 
y conyugales que las mujeres deben asumir en 
el lugar a donde llegan (Corte Constitucional, 
Auto 092 del 14 de abril de 2008, Magistrado 
Ponente Manuel José Cepeda Espinosa). 
 
Al examinar esta situación de vulnerabilidad, la 
Corte Constitucional estableció dos tipos de 
presunciones constitucionales que operan a 
favor de las mujeres desplazadas por el 
conflicto armado: en primer lugar, la 
presunción constitucional de vulnerabilidad 
acentuada de las mujeres desplazadas, para 
efectos de su acceso a los distintos 
componentes del Sistema Nacional de Atención 
Integral a la Población Desplazada –SNAIPD- y 
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de la valoración integral de su situación por 
parte de los funcionarios competentes para 
atenderlas; en segundo lugar, la presunción 
constitucional de prórroga automática de la 
ayuda humanitaria de emergencia a favor de las 
mujeres desplazadas, hasta que se compruebe 
la autosuficiencia integral y en condiciones de 
dignidad de cada mujer en particular (Corte 
Constitucional, Auto 092 del 14 de abril de 
2008, Magistrado Ponente Manuel José 
Cepeda Espinosa). 
 
En relación con la mujer cabeza de familia, en 
criterio de la Corte Constitucional, ella ostenta 
esta posición en el ordenamiento jurídico 
colombiano y, en consecuencia, es acreedora 
del apoyo que el Estado debe brindarle, sin 
consideración a su estado civil sino por la 
configuración de los supuestos de hecho que el 
legislador ha establecido, esto es que ella tenga 
bajo su cargo, económica o socialmente, en 
forma permanente, hijos menores  propios o de 
otras personas incapaces o incapacitadas para 
trabajar, ya sea por ausencia permanente o 
incapacidad física, sensorial, síquica o moral 
del cónyuge o compañero permanente o 
deficiencia sustancial de ayuda de los demás 
miembros del núcleo familiar5 (Corte 
                                                            
5 El mencionado fallo de constitucionalidad se dictó en 
relación con el Artículo 2º de la Ley 82 del 3 de 
noviembre de 1993; posteriormente, este artículo fue 
modificado por el Artículo 1º de la Ley 1232 del 17 de 
julio de 2008, que recoge la interpretación de la Corte 
Constitucional. Así, el Artículo 1º de la Ley 1232 del 17 
de julio de 2008 establece: “El artículo 2o de la Ley 82 
de 1993 quedará así:” 
“Artículo 2o. Jefatura femenina de hogar. Para los 
efectos de la presente ley, la Jefatura Femenina de 
Hogar, es una categoría social de los hogares, derivada 
de los cambios sociodemográficos, económicos, 
culturales y de las relaciones de género que se han 
producido en la estructura familiar, en las 
subjetividades, representaciones e identidades de las 
mujeres que redefinen su posición y condición en los 
procesos de reproducción y producción social, que es 
objeto de políticas públicas en las que participan 
instituciones estatales, privadas y sectores de la sociedad 
civil.” 
“En concordancia con lo anterior, es Mujer Cabeza de 
Familia, quien siendo soltera o casada, ejerce la jefatura 
femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, 
Constitucional, Sentencia C – 034 del 27 de 
enero de 1999, Magistrado Ponente Alfredo 
Beltrán Sierra). 
 
Los derechos de los niños 
 
En relación con los derechos de los niños, la 
Corte Constitucional considera que cualquier 
limitación que impongan los padres al derecho 
del niño al desarrollo de su personalidad debe 
estar acorde y tener en cuenta la prevalencia de 
sus derechos; así, en aras de garantizar el 
derecho al desarrollo integral de la 
personalidad del niño, este  es titular del 
derecho a tener una familia y a no ser separado 
de esta, al libre desarrollo de su personalidad, a 
la identidad personal y familiar y a sostener 
relaciones con los demás miembros de su 
familia (Corte Constitucional, Auto 147 del 5 de 
agosto de 2003, Magistrado Ponente Alfredo 
Beltrán Sierra). 
 
De la misma forma, para la Corte 
Constitucional la exigencia de tener un mínimo 
de 25 años como requisito para adoptar es una 
medida idónea para alcanzar el fin propuesto, -
garantizar la adecuada relación paterno filial 
entre el adoptante y el adoptado-, porque 
cumple la función de asegurar la formación 
integral del menor y de los padres adoptantes. 
(Corte Constitucional, Sentencia C – 093 del 31 
de enero del 2001, Magistrado Ponente 




económica o socialmente, en forma permanente, hijos 
menores propios u otras personas incapaces o 
incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia 
permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o 
moral del cónyuge o compañero permanente o 
deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros 
del núcleo familiar.” 
6 La norma acusada fue el Artículo 89 del Código del 
Menor, -Decreto 2737 del 27 de noviembre de 1989-. El 
mencionado decreto fue derogado expresa y parcialmente 
por el Artículo 217 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia, -Ley 1098 del 8 de noviembre de 2006-. 
La misma edad, -25 años-, es hoy el mínimo exigido 
como requisito para adoptar en el Artículo 68 del Código 
de la Infancia y la Adolescencia. 




Los derechos de las parejas del mismo 
sexo 
La redacción original de algunos artículos de la 
Ley 54 de 1990 fue demandada en ejercicio de 
la acción inconstitucionalidad, pues a juicio del 
demandante, el legislador incurrió en una 
omisión al regular, en términos de equidad y de 
justicia, las relaciones patrimoniales entre 
concubinos heterosexuales; pues ha debido 
cobijar también a las parejas homosexuales, 
teniendo presente que respecto de éstas puede 
eventualmente predicarse una comunidad de 
vida permanente, la cual igualmente se apoya 
en el trabajo, ayuda y socorro mutuos y que, de 
otra parte, se trata de un grupo humano 
socialmente estigmatizado y carente de 
protección legal. Frente a esta posición, la 
Corte Constitucional consideró que las 
disposiciones demandadas, adoptadas por el 
legislador, no prohibieron ni sancionaron el 
homosexualismo, sino que se limitaron a tratar 
los aspectos patrimoniales de un determinado 
tipo de relaciones (Corte Constitucional, 
Sentencia C – 098 del 7 de marzo de 1996, 
Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes 
Muñoz)7. 
                                                            
7 En aquel momento la posición de la Corte 
Constitucional estuvo dividida: 
a) Algunos magistrados consideraron justo y pertinente 
que la ley establezca un régimen patrimonial propio 
en relación con las uniones homosexuales, lo cual es 
independiente de que éstas se consideren o no 
constitutivas de familia (Aclaración de voto de los 
Magistrados Eduardo Cifuentes Muñoz y Vladimiro 
Naranjo Mesa a la Sentencia C – 098 del 7 de marzo 
de 1996, Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes 
Muñoz).  
b) Para otros, mal podría admitirse el homosexualismo 
como origen válido, lícito y constitucional de la 
familia., pues esta, por su misma esencia, está basada 
en la procreación, la cual no es posible sino sobre el 
supuesto de la pareja heterosexual. De modo que la 
permisividad en materia de uniones con pretensión 
de "conformar familia", establecidas entre 
homosexuales, atenta contra la idea misma de 
familia, pues tales uniones fracasan por principio 
respecto de uno de los fines primordiales del 
matrimonio y de la unión libre: la propagación de la 
especie humana a través de la procreación. 
(Salvamento de voto del Magistrado José Gregorio 
Hernández Galindo a la Sentencia C – 098 del 7 de 
Posteriormente, y modificada parcialmente la 
Ley 54 del 28 de diciembre de 1990 por la Ley 
979 del 26 de julio de 2005, al estudiar la 
situación patrimonial de las parejas del mismo 
sexo, la Corte Constitucional consideró que la 
ley, al establecer el régimen patrimonial entre 
compañeros permanentes y limitarlo a las 
uniones conformadas por un hombre y una 
mujer, viola los derechos fundamentales a la 
igual protección, al respeto de la dignidad 
humana, al mínimo vital y a la libre asociación 
de los integrantes de las parejas conformadas 
por personas del mismo sexo (Corte 
Constitucional, Sentencia C – 075 del 7 de 
febrero de 2007, Magistrado Ponente Rodrigo 
Escobar Gil). 
 
En este sentido, la jurisprudencia 
constitucional en la materia se ha desarrollado 
en una línea de conformidad con la cual (i) de 
acuerdo con la Constitución, está proscrita toda 
forma de discriminación en razón de la 
orientación sexual; (ii) existen diferencias entre 
las parejas heterosexuales y las parejas 
homosexuales, razón por la cual no existe un 
imperativo constitucional de dar un 
tratamiento igual a unas y a otras; (iii) 
corresponde al legislador definir las medidas 
necesarias para atender los requerimientos de 
protección de los distintos grupos sociales y 
avanzar gradualmente en la protección de 
quienes se encuentren en situación de 
marginamiento y; (iv) toda diferencia de trato 
entre personas o grupos que sean asimilables 
solo es constitucionalmente admisible si 
obedece a un principio de razón suficiente.  Así, 
para la Corte, la ausencia de protección en el 
ámbito patrimonial para la pareja homosexual 
                                                                                               
marzo de 1996, Magistrado Ponente Eduardo 
Cifuentes Muñoz).  
c) Finalmente, otros consideran tanto la definición 
como las presunciones consignadas en la Ley 54 del 
28 de diciembre de 1990, son procedentes en la 
medida en que la unión marital de hecho se haga 
entre un hombre y una mujer, excluyendo las parejas 
homosexuales. (Salvamento de Voto del Magistrado 
Hernando Herrera Vergara a la Sentencia C – 098 
del 7 de marzo de 1996, Magistrado Ponente 
Eduardo Cifuentes Muñoz).  
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resulta lesiva de la dignidad de la persona 
humana, es contraria al derecho al libre 
desarrollo de la personalidad y comporta una 
forma de discriminación proscrita por la 
Constitución (Corte Constitucional, Sentencia C 
– 075 del 7 de febrero de 2007, Magistrado 
Ponente Rodrigo Escobar Gil)8. 
                                                            
8 En el punto de los derechos de las parejas del mismo 
sexo, la posición de la Corte ha tenido salvamentos y 
aclaraciones de voto: 
a) Para algunos magistrados del Alto Tribunal, tienen 
que existir las mismas posibilidades jurídicas para 
todas las formas de conformación de familia y de 
pareja; por tanto, que los efectos jurídicos deben ser 
los mismos tanto para las parejas heterosexuales y 
homosexuales, con matrimonio o en uniones 
maritales de hecho, en todos los ámbitos jurídicos. 
(Salvamento de voto del Magistrado Jaime Araujo 
Rentería a la sentencia C – 075 del 7 de febrero de 
2007, Magistrado Ponente Rodrigo Escobar Gil). 
b) Otros magistrados consideran que el constituyente de 
1991 entendió la expresión “Se constituye por 
vínculos naturales o jurídicos” contenida en el 
Artículo 42 de la Constitución, de la siguiente 
manera: (i) los vínculos naturales que unen a las 
personas en la familia, son los de las personas unidas 
entre sí por “los diferentes grados de 
consanguinidad”. (ii) Los vínculos jurídicos son “los 
que se presentan entre esposos, afines o entre padres 
adoptivos, o por la voluntad responsable de 
constituirla, en los casos en que un hombre y una 
mujer se unen con la decisión de vivir juntos”; por lo 
tanto, no es posible considerar a las parejas del 
mismo sexo como una familia (Aclaración de voto 
de los Magistrados Marco Gerardo Monroy Cabra, 
Nilson Pinilla Pinilla y Rodrigo Escobar Gil a la 
sentencia C – 075 del 7 de febrero de 2007, 
Magistrado Ponente Rodrigo Escobar Gil). 
c) Finalmente, en esta materia, otro Magistrado 
considera que si bien la Corte ha dado un paso más 
en la dirección marcada por decisiones anteriores y 
en virtud de las cuales se ha resaltado que nuestro 
régimen constitucional proscribe toda forma de 
discriminación en razón de la orientación sexual; 
también es igualmente cierto que la propia 
jurisprudencia ha señalado que corresponde al 
legislador adoptar medidas de protección -diversas y 
graduales- y que si eventualmente entrañan una 
diversidad de trato, ellas deben obedecer a un 
principio de razón suficiente. En este sentido, es 
entonces el legislador y no la Corte Constitucional 
quien debe establecer que derechos corresponden a 
las parejas del mismo sexo (Aclaración de voto del 
Magistrado Jaime Córdoba Triviño a la sentencia C 
– 075 del 7 de febrero de 2007, Magistrado Ponente 
Rodrigo Escobar Gil). 
En el más reciente fallo de la Corte 
Constitucional sobre la materia, se consideró 
que las previsiones legislativas que contemplan 
la protección de la familia no son 
inconstitucionales por el hecho de no incluir en 
ella a situaciones que no encajan en el concepto 
constitucional de familia; pero agregó que, de 
acuerdo con la jurisprudencia constitucional, la 
pareja como proyecto de vida en común, que 
tiene vocación de permanencia e implica 
asistencia recíproca y solidaridad entre sus 
integrantes, goza de protección constitucional, 
independientemente de si se trata de parejas 
heterosexuales o parejas homosexuales, y que, 
en ese contexto,  la diferencia de trato para 
parejas que se encuentren en situaciones 
asimilables puede plantear problemas de 
igualdad, situación que se debe valorar en cada 
caso concreto, para establecer si la diferencia 
de trato es o no discriminatoria (Corte 
Constitucional, Sentencia C – 029 del 28 de 
enero de 2009, Magistrado Ponente Rodrigo 





Aunque el concepto de familia consagrado en el 
inciso 1º del Artículo 42 de la Constitución 
Política es tomado por el legislador en la 
elaboración de normas para la protección de la 
familia y sus integrantes, -con la excepción de 
las normas sobre prevención y sanción de la 
violencia intrafamiliar-; en la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional colombiana este 
concepto ha tenido diversas interpretaciones, y 
la tendencia actual es ampliarlo con el fin de 
que otras formas de vida en común puedan 
derivar derechos reservados a la institución 
familiar.   
 
La protección de la familia y sus integrantes es 
una forma de garantizar y propender por la 
efectividad de los derechos de las personas, fin 
esencial del Estado social de Derecho. Estos 
derechos se protegen de diversas formas: 
                                                                                               
 




a) A partir del reconocimiento del Estado, la 
Sociedad y la familia como los principales 
actores colectivos y por lo tanto, 
destinatarios de políticas públicas en el 
Estado Social de Derecho. 
b) Cuando la Constitución Política consagra, 
en su parte dogmática, un catálogo de 
derechos de los cuales, tanto la familia 
como sus integrantes son titulares y 
establece deberes y prohibiciones en cabeza 
del Estado, del legislador, del núcleo 
familiar y de la sociedad para la protección 
y garantía de estos derechos; 
c) Cuando el Estado colombiano suscribe 
tratados y convenios internacionales que 
tienen por finalidad la protección de la 
familia y de sus integrantes; 
d) En ejercicio de la función legislativa, 
cuando el Congreso expide normas que 
protegen a cada uno de los integrantes de la 
familia, a la familia en situaciones 
especiales como la familia monoparental, y 
a aquellos núcleos familiares afectados por 
el secuestro, la desaparición forzada, el 
desplazamiento y el conflicto armado.  
e) Cuando la Corte Constitucional, desde las 
funciones establecidas en la parte orgánica 
de la Constitución ejerce la guardia de la 
integridad y supremacía constitucional, 
interpretando los textos legales y 
armonizándolos con las disposiciones de la 
Constitución, para garantizar, proteger y 
hacer efectivos los derechos de la familia y 
de sus integrantes. 
f) En este sentido, la protección efectiva a las 
formas de conformar una familia se realiza: 
cuando la Corte Constitucional extiende el 
derecho de alimentos entre cónyuges a los 
compañeros permanentes; impide derivar 
del hecho jurídico de conformar una familia 
y de la consecuencia jurídica de 
independencia económica, la imposición 
legal de un efecto adverso, como lo es la 
exclusión de un sujeto de derechos de la 
posición jurídica de beneficiario dentro del 
Sistema de Seguridad Social en Salud; 
establece la imposibilidad de imponer 
restricciones a la conformación de una 
familia y proscribe la diferencia de trato por 
causa del sexo, como condición para 
acceder a una herencia o un legado; 
finalmente, esta protección a la 
conformación de la familia se realiza 
cuando considera ajustado a la 
Constitución la facultad que tiene el 
legislador de establecer medidas diferentes 
a la represión penal para contrarrestar la 
violencia intrafamiliar, en aras de 
propender por los fines constitucionales de 
la paz y la preservación de la unidad 
familiar.  
g) La Corte Constitucional propende por la 
protección a la mujer en el ámbito familiar 
cuando, al analizar la situación de las 
mujeres desplazadas por la violencia, las 
reconoce como sujetos de derecho que 
deben gozar de una protección especial en 
razón a la especial condición de 
vulnerabilidad en la que se encuentran; 
también ocurre lo propio cuando considera 
que la condición de mujer cabeza de familia 
ocurre tomando como referente la situación 
fáctica que la determina y no el estado civil 
de aquella. 
h) La protección a los niños en el ámbito 
constitucional se materializa en las 
decisiones de la Corte Constitucional que 
hacen referencia a su derecho a tener una 
familia y a no ser separado de ella; y frente 
a la constitucionalidad del requisito legal de 
una edad mínima para adoptar, como 
mecanismo de garantía de la relación 
paterno filial. 
i) Finalmente, en lo que toca a la protección 
de las parejas del mismo sexo, se garantizan 
sus derechos tanto en el ámbito 
patrimonial, como en otra serie de aspectos 
legales en los cuales el legislador estableció 
protección para las parejas heterosexuales y 
omitió a las parejas conformadas por 
personas del mismo sexo, cuando se 
considera a estas uniones como expresión 
del libre desarrollo de la personalidad y se 
considera esta desprotección como lesiva de 
la dignidad humana. 
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